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 N.° 077-2021-SUNASS-GG 

 
 

Lima, 18 de octubre de 2021 
 

 
VISTO: 
 

                        El recurso de apelación interpuesto por el señor 
Lucio Cahuaya Pacoricona (Administrado) contra la Resolución de la 
Dirección de Sanciones Nro. 068-2021-SUNASS-DS; 

 
CONSIDERANDO: 

   
I. ANTECEDENTES 
 
1.1 Con Resolución Nro. 242-2020-SUNASS-DF1, la Dirección de Fiscalización 

(DF) de la SUNASS inició al Administrado un procedimiento 
administrativo sancionador (PAS) porque en su condición de gerente 
general de EMAPA-Y S.R.LTDA (Empresa Prestadora) habría cometido la 
infracción tipificada en el numeral 64 del ítem L del Anexo Nro. 4 del 
Reglamento General de Supervisión y Sanción2 (RGSS) referida a: “No 
cumplir los requisitos para el cargo, establecidos en el Reglamento de la 
Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de Saneamiento”.   
 
En concreto, que el Administrado no cumpliría el requisito previsto en el 
numeral 1 del párrafo 69.3 del artículo 69 del Reglamento de la Ley Marco 
de Gestión y Prestación de los Servicios de Saneamiento (Reglamento de 
la Ley Marco) para ostentar el cargo de gerente general de la Empresa 
Prestadora: “contar con título profesional universitario en cualquiera de 
las carreras de: ingeniería, economía, derecho, contabilidad o 
administración”. 
 

1.2 El Administrado no presentó sus descargos. 
 

1.3 Con Oficio Nro. 111-2021-SUNASS-DS, la Dirección de Sanciones (DS) 
trasladó al Administrado el Informe Final de Instrucción Nro. 506-2021-

                                                 
1 Notificada el 30.12.2020, según lo reconoció el Administrado. 
2 Aprobado por Resolución de Consejo Directivo Nro. 003-2007-SUNASS-CD, publicada en la separata de normas legales 

del diario oficial El Peruano el 18.1.2007, y modificatorias.  
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SUNASS-DF-F y el Memorándum Nro. 327-2021-SUNASS-DF para que 
exponga lo que considere conveniente a sus intereses en un plazo máximo 
improrrogable de 5 días hábiles. 

 
1.4 El Administrado presentó una carta el 2.7.2021 a la que adjuntó su carta 

de renuncia al cargo de gerente general de la Empresa Prestadora con 
fecha 22.1.2021, por lo que solicitó el archivo del PAS.  

 
1.5 Con la Resolución Nro. 068-2021-SUNASS-DS3 (Resolución 068), la DS 

declaró responsable al Administrado de la comisión de la infracción 
tipificada en el numeral 64 del ítem L del Anexo N° 4 del RGSS y ordenó 
su remoción del cargo de gerente general de la Empresa Prestadora, así 
como la inscripción de dicha resolución en el registro de personas jurídicas 
de la oficina registral correspondiente. 

 
1.6 Con escrito s/n4, el Administrado interpuso recurso de apelación contra 

la Resolución 068 para que sea revocada. Sus principales argumentos 
son los siguientes:  

 
a) Que la resolución nunca le fue notificada de manera personal con lo 

cual afirma se habría vulnerado el orden de prelación de las 
notificaciones prevista en el artículo 20 de la Ley Nro. 27444, sin 
especificar a qué resolución se refiere. 

b) “Si no habría ningún cargo de recepción de la resolución de inicio de 
PAS, recién se convalidaría y sería eficaz a partir del 2 de julio de 2021, 
fecha en que (…) hace su primera intervención.” 

c) El 22.1.2021, presentó su renuncia de forma expresa, voluntaria y por 
escrito, por lo que considera que está inmerso en el artículo 255 de la 
Ley Nro. 27444 referido a la atenuante de responsabilidad por 
infracción cuando el administrado reconoce su responsabilidad de 
forma expresa y por escrito. 

d) La renuncia voluntaria obedece a la toma de conocimiento del PAS y 
precisa que nunca hubo un requerimiento por parte de ninguna 
autoridad para declinar del puesto. En cuanto a la oportunidad de la 
renuncia, indica que esta se dio el 22.1.2021, esto es, dentro de la 
etapa de inicio del PAS (fase instructora). 

e) A la fecha de emisión de la Resolución 068, que dispone su 
remoción, ya no ejercía el cargo de gerente general, por lo que, a su 
entender, la sanción impuesta es ineficaz. Por tal motivo, 

                                                 
3 Notificada al Administrado el 13.8.2021.  
4 Recibido por la SUNASS el 2.9.2021.  
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correspondería analizar los otros tipos de sanción como son la 
amonestación o la multa.  

f) Disponer la inscripción de la resolución impugnada en el registro de 
personas jurídicas de registros públicos atenta contra su imagen y 
buena conducta porque él presentó su renuncia voluntaria y expresa. 
Por ello, a su criterio, esta medida carece de proporcionalidad. 
 

1.7 Mediante Informe Nro. 057-2021-SUNASS-OAJ, la Oficina de Asesoría 
Jurídica recomendó a esta Gerencia declarar infundado el recurso de 
apelación del Administrado. 
 

II. CUESTIONES A DETERMINAR 
 

2.1 Si el recurso de apelación interpuesto reúne los requisitos de procedencia. 
 
2.2 En caso de reunir los requisitos indicados en el numeral anterior, si el 

recurso de apelación es fundado o no.  
 

III. CUESTIÓN PREVIA 
 
3.1 De acuerdo con el literal j) del artículo 13 del Texto Integrado del 

Reglamento de Organización y Funciones de la SUNASS, es una función 
de la Gerencia General resolver en segunda instancia los recursos de 
apelación interpuestos contra lo resuelto por la Dirección de Sanciones, 
conforme a la normativa de la materia. 
 

3.2 Por lo tanto, el órgano resolutivo competente para resolver el recurso de 
apelación contra la Resolución 068 es esta gerencia y no el Consejo 
Directivo como menciona el Administrado en su recurso administrativo. 
 

IV. ANÁLISIS 
 
Procedencia del recurso administrativo 

 
4.1 El artículo 44 del RGSS establece que el plazo para la interposición del 

recurso de apelación es de 15 días hábiles perentorios, contados a partir 
del día siguiente de la notificación de la resolución materia de 
impugnación. 
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4.2 La Resolución 068 fue notificada, vía correo electrónico, el 13.8.20215 
y el Administrado la impugnó el 2.9.2021, por lo que el recurso de 
apelación fue presentado dentro del plazo legal. 

 
4.3 Asimismo, se verifica que el escrito de apelación cuenta con los 

fundamentos de hecho y derecho. 
 

4.4 De lo expuesto, el recurso de apelación interpuesto por el 
Administrado reúne los requisitos de procedencia exigidos en los 
artículos 124, 220, 221 del Texto Único Ordenado de la Ley Nro. 27444, 
Ley del Procedimiento Administrativo General (TUO de LPAG), por lo que 
corresponde determinar si es fundado o no. 
 

Análisis de fondo 
 

4.5 De la revisión del recurso de apelación del Administrado se nota que 
sus argumentos se enfocan en tres aspectos: 
 
i) Notificación de actos administrativos. 
ii) La aplicación de una sanción distinta a la orden de remoción. 
iii) No inscribir la resolución impugnada en el registro de personas 

jurídicas de los registros públicos.  
 

4.6 Por lo tanto, esta instancia emitirá su pronunciamiento respecto de estas 
tres cuestiones materia de impugnación. 
 

Sobre la notificación de actos administrativos 
 
4.7 Con relación a los cuestionamientos del Administrado relacionados al 

orden de prelación de la notificación de actos administrativos previsto en 
el artículo 20 del TUO de LPAG, se advierte que este no precisa qué 
resolución en específico habría contravenido dicho dispositivo. 

 
4.8 Ahora, cuando se refiere a la fecha de notificación de la resolución que 

dio inicio al presente PAS (30.12.2020), el Administrado no niega 
categóricamente que este acto haya ocurrido, ya que utiliza la siguiente 
frase condicional: “Si no habría ningún cargo de recepción de la 
resolución de inicio de PAS, recién se convalidaría y sería eficaz a partir 
del 2 de julio de 2021, fecha en que (…) hace su primera intervención.”  
(subrayado agregado). 

                                                 
5  El Administrado manifestó haberla recibido en la fecha indicada. 
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4.9 Por el contrario, en los párrafos siguientes el Administrado afirma de 
forma clara e inequívoca que su renuncia voluntaria y expresa de fecha 
22.1.2021 se debió a la toma de conocimiento del PAS y dentro de su 
fase de instrucción, como se aprecia en la siguiente cita: “(…) el hecho 
de renunciar voluntaria (sic) obedece a la toma de conocimiento del PAS 
(…) la renuncia voluntaria se realizó en fecha 22 días del mes de enero 
2021, esto es, dentro de la etapa de inicio del PAS (Fase Instructora)” 
 

4.10 Para mayor ilustración insertó en su escrito de apelación el siguiente 
flujo en el que el Administrado indica como fecha de inicio de PAS el 
30.12.2020 que es la fecha que la DF señala que le notificó la resolución 
de inicio de PAS: 
 

 
 

4.11 Por consiguiente, se descarta este argumento de cuestionar la fecha de 
inicio del PAS porque es notorio que el propio Administrado reconoce 
que este PAS se inició el 30.12.2020, además este argumento no tiene 
ninguna incidencia ni guarda relación con el resto de sus aseveraciones 
que tienen por finalidad cuestionar el fondo de lo resuelto por la primera 
instancia que es la imposición de la orden de remoción como sanción y 
la inscripción de la Resolución 068 en la SUNARP.  
 

Sobre la aplicación de una sanción distinta a la orden de remoción   
 

4.12 Es importante subrayar que en la acción de supervisión que dio origen a 
este PAS la DF detectó que el Administrado ejercía el cargo de gerente 
general de la Empresa Prestadora con el título de licenciado en biología 
a sabiendas que tal profesión no se encuentra comprendida dentro de 
los títulos profesionales que exige el numeral 1 del párrafo 69.3 del 



 
 
 
 
 
 
 
 

 
Expediente Nro. 089-2020-PAS 

 

6 
 
 
 
 

artículo 69 del Reglamento de la Ley Marco para ostentar dicho cargo 
(ingeniería, economía, derecho, contabilidad o administración). 
 

4.13 Por tal motivo, la DF le imputó la comisión de la infracción prevista en 
el numeral 64 del ítem L del Anexo Nro. 4 referida a ejercer el cargo de 
gerente general sin cumplir los requisitos para tal fin previstos en el 
Reglamento de la Ley Marco. 
 

4.14 Ahora, el Administrado señala que el 22.1.2021 en la fase de 
instrucción del PAS presentó su carta de renuncia al cargo de gerente 
general lo que, a su juicio, constituye un reconocimiento expreso y 
escrito de su responsabilidad, por lo que debería considerarse este acto 
como un atenuante de acuerdo con el artículo 255 del TUO de LPAG y 
rebajarse la multa. 
 

4.15 Sobre el particular, se precisa que la infracción que el Administrado 
reconoce expresamente haber cometido lleva aparejada como sanción 
únicamente la orden de remoción como se aprecia del siguiente cuadro: 
 

 
 

4.16 En ese sentido, es evidente que no resulta aplicable para el presente 
caso el artículo 255 del TUO de LPAG que alude el Administrado porque 
la sanción que la SUNASS ha escogido para punir este tipo de conductas 
es la orden de remoción la cual no tiene carácter pecuniario (multa), por 
lo que no admite una rebaja en el importe de la multa ni atenuante 
alguno. 
 

4.17 Con relación al argumento referido a que la sanción de orden de 
remoción sería ineficaz porque a la fecha de su imposición ya no ejercía 
el cargo de gerente general, por lo que correspondería analizar otros 
tipos de sanción como la amonestación o la multa, se reitera que la 
infracción cometida por el Administrado no conlleva un grupo de 
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sanciones respecto de las cuales se pueda elegir una, sino que solo hay 
una sola sanción factible de aplicar que es la orden de remoción.  
 

4.18 En cuanto a la supuesta ineficacia de la orden de remoción debido a la 
renuncia al cargo de gerente general, se debe tener en cuenta que 
algunos de los principios que sustentan la gestión y prestación de los 
servicios de saneamiento recogidos en el artículo III del Título Preliminar 
del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo Nro. 1280, Ley Marco 
de la Gestión y Prestación de los Servicios de Saneamiento (Ley Marco) 
son los principios de buen gobierno corporativo y autonomía y 
responsabilidad en la gestión empresarial que señalan que: 
 

“4. Autonomía y responsabilidad en la gestión 
empresarial: Las decisiones que adoptan los órganos de 
propiedad, administración y gestión de los prestadores de los 
servicios de saneamiento se basan en criterios técnicos, legales, 
económicos, financieros y ambientales, que tiene como objetivo 
primordial el prestar los servicios de saneamiento en condiciones 
de eficiencia, sostenibilidad y calidad y para ello gozan de 
autonomía administrativa, económica y de gestión.” 

 
“7. Buen gobierno corporativo: Implica la existencia de una 
correcta asignación de derechos, poderes y responsabilidades 
entre los propietarios y sus representantes, los accionistas y sus 
representantes, el órgano de administración y gestión y sus 
miembros, y la gerencia de sus prestadores, así como un ejercicio 
adecuado de los derechos de propiedad y de administración de 
las empresas prestadoras de servicios de saneamiento públicas 
de accionariado municipal. Las relaciones entre estos actores 
deben ser claras, transparentes, explícitas y objetivas.”  
 

4.19 De lo anterior se colige que un bien jurídico, entre otros, del sector 
saneamiento es el correcto y responsable ejercicio de la gestión y 
administración de las empresas prestadoras de servicios de saneamiento 
públicas de accionariado municipal debido a que una gestión deficiente 
por parte de los órganos de dirección y gerencia de estas empresas tiene 
un alto impacto negativo en la prestación de los servicios de 
saneamiento. Ello acarrea un perjuicio no solo a los usuarios a los que 
se les brinda el servicio público, sino también a la sociedad en su 
conjunto porque se afecta a la salud de la población, el ambiente y el 
desarrollo económico sustentable. 
 



 
 
 
 
 
 
 
 

 
Expediente Nro. 089-2020-PAS 

 

8 
 
 
 
 

4.20 Para proteger este bien jurídico la Ley Marco ha atribuido a la SUNASS 
potestad sancionadora respecto de los directores y gerentes de dichas 
empresas prestadoras y la ha facultado a tipificar las infracciones y a 
imponer a dichas personas como sanción la orden de remoción, de 
acuerdo con el artículo 79 de la Ley Marco6.  
 

4.21 En consonancia con lo anterior en el artículo 757 del Reglamento de la 
Ley Marco se indica que la orden de remoción que impone la SUNASS 
como sanción es aplicable a todos los directores y a los gerentes. 
 

4.22 Adicionalmente, de conformidad con los artículos 528, 589 de la Ley 
Marco y el artículo 6210 de su respectivo reglamento se determina que 
los directores y el gerente general de una empresa prestadora pública 
de accionariado municipal están impedidos de ocupar estos puestos 

                                                 
6 Texto Único Ordenado de la Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de Saneamiento 
 “Artículo 79.- Sunass 
   (…) 
  4. Ejercer la potestad sancionadora sobre el incumplimiento de las obligaciones legales o técnicas de las    empresas prestadoras 
contenidas en la legislación aplicable al sector saneamiento respecto de las materias contenidas en el numeral 2 precedente, 
conforme a la normativa que apruebe la Sunass. Comprende la facultad de tipificar las infracciones por el incumplimiento antes 
señalado y de establecer el procedimiento administrativo sancionador. 
Las sanciones por la comisión de las infracciones que tipifique e imponga la Sunass son de tres tipos: amonestación escrita, multa 
y orden de remoción, aplicables a la empresa prestadora y a los Gerentes y miembros del Directorio. La empresa prestadora a la 
que se multe está obligado a repetir contra quienes hubieran realizado los actos u omisiones que dieron lugar a la sanción. 
La Sunass ejerce esta facultad de conformidad con las normas de la materia.” 
7 Texto Único Ordenado del Reglamento de la Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de Saneamiento 
“Artículo 75.- Suspensión y remoción 
75.1. En relación a lo establecido en los artículos 55 y 79 del TUO de la Ley Marco, la resolución que emita la Sunass disponiendo 
la suspensión del cargo, como medida cautelar, y/o la orden de remoción, como sanción, del director o Gerente, tiene mérito 
suficiente para su inscripción en el Registro de Personas Jurídicas de la oficina registral correspondiente, sin necesidad de 
formalidad adicional alguna. La suspensión del cargo y la orden de remoción son aplicables a todos los miembros del Directorio y 
a los gerentes. 
75.2. Con el inicio del procedimiento administrativo sancionador, la Sunass puede disponer la suspensión del cargo, como medida 
cautelar del director o del gerente. La Sunass aprueba las causales y el procedimiento para la adopción de medidas cautelares, 
la amonestación escrita, multa y orden de remoción del(los) director(es) y gerentes.” 
8 Texto Único Ordenado de la Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de Saneamiento 
   “Artículo 52.- Composición del Directorio 
    (…) 
    52.3. Los directores deben cumplir con los requisitos y sujetarse a los impedimentos establecidos en el Reglamento, para el   
desempeño de su cargo. 
9 Texto Único Ordenado de la Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de Saneamiento 
   “Artículo 58.- De las Gerencias de las empresas prestadoras públicas de accionariado municipal 
   (…). 
   58.2. El Gerente General debe cumplir con los requisitos y sujetarse a los impedimentos que establezca el Reglamento.” 
10  Texto Único Ordenado del Reglamento de la Ley Marco de la Gestión y Prestación de los Servicios de 
Saneamiento 
“Artículo 62.- Impedimentos para ser director 
Además de los impedimentos establecidos en la Ley N° 26887 Ley General de Sociedades, están impedidos de ser directores de 
una empresa prestadora pública de accionariado municipal: 
(…) 
4. Las personas que hayan sido destituidas, despedidas o inhabilitadas por falta administrativa y/o disciplinaria de empresas, 
entidades u organismos del Estado, así como aquellas que hayan sido removidas por la Sunass, que tengan la calidad de cosa 
decidida o cosa juzgada, según corresponda.” 
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cuando hayan sido removidos por la SUNASS con calidad de cosa 
decidida o cosa juzgada, según corresponda. 

 
4.23 Como se observa el marco normativo distingue entre la remoción que 

pueden efectuar la junta general de accionistas y el Ministerio de 
Vivienda, Construcción y Saneamiento y la que puede realizar la 
SUNASS. Esto es coherente con lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley 
Marco que señala lo siguiente: 
 

“Artículo 55.- Conclusión de la elección o designación y 
declaratoria de vacancia de los directores 
 
55.1 La conclusión de la elección o designación de los miembros 
del Directorio de las empresas públicas de accionariado municipal 
es declarada por la propia entidad que lo(s) eligió o designó 
mediante el mismo acto de elección o designación, según 
corresponda, el cual tiene mérito suficiente para su inscripción 
en el Registro de Personas Jurídicas de la oficina registral 
correspondiente, sin necesidad de formalidad adicional alguna; 
sin perjuicio de la suspensión del cargo en el caso de medida 
cautelar, y/o la orden de remoción que determine la Sunass 
en el marco de sus funciones y competencias, de acuerdo 
a lo que establece la presente Ley y su Reglamento. 
 (…)” 

 
4.24 Esta distinción se sustenta en que la Ley Marco solo ha asignado a la 

orden de remoción que dicta la SUNASS en ejercicio de su potestad 
sancionadora el carácter de sanción lo que origina que dicha medida 
adquiera ineludiblemente un contenido aflictivo que es en esencia lo 
que define a las sanciones que se imponen a los infractores en sede 
administrativa. 
 

4.25 En efecto, la doctrina administrativa11 define a la sanción como “aquella 
retribución negativa prevista por el Ordenamiento Jurídico e impuesta 
por una Administración Pública por la comisión de una infracción 
administrativa” (resaltado agregado). 
 

                                                 
11 BERMÚDEZ SOTO, Jorge, Elementos para definir la sanción administrativa, Revista chilena de Derecho, Número Especial, 
pp.323-334 (1998). 
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4.26 Del mismo modo, otros autores 12  conceptualizan a la sanción 
administrativa como “un mal jurídico que la Administración inflige a un 
administrado, responsable de una conducta antecedente. Son penas en 
sentido técnico impuestas por la Administración, utilizando sus 
prerrogativas y, por ello, por medio de actos administrativos ejecutivos, 
de modo que la realización de las sanciones es normal en todos los actos 
administrativos.” (resaltado agregado) 
 

4.27 En el presente caso, ese carácter represor propio de la sanción se revela 
cuando la Ley Marco especifica que solo la remoción que determine la 
SUNASS impide a los sancionados acceder nuevamente a los puestos 
de los que fueron previamente removidos. 
 

4.28 Bajo esta premisa y de conformidad con una interpretación sistemática, 
coherente y teleológica del marco normativo jurídico vigente, se 
concluye que el carácter punitivo de la orden de remoción que la 
SUNASS impone como consecuencia por la comisión de una infracción 
administrativa no se agota con la separación del infractor del cargo, sino 
que también es inherente a ella impedir que el sancionado pueda volver 
a postular nuevamente para ejercer un cargo de director o gerente 
general en una empresa prestadora pública de accionariado municipal.  

 
4.29 El fundamento de esta conclusión radica en que ambas situaciones de 

forma concomitante ponen de manifiesto el castigo que se busca infligir 
a los infractores y que, en última instancia, cumple la finalidad de toda 
sanción que es desincentivar que las personas incumplan sus 
obligaciones. En el caso bajo análisis que disuada a las personas de 
asumir los cargos de director o gerente general sin cumplir el perfil 
técnico y los requisitos que la Ley Marco y su reglamento exigen para 
acceder a estos puestos. De esta forma se tutela eficazmente el 
mencionado bien jurídico y se logra así el acatamiento del ordenamiento 
del sector saneamiento.  

 
4.30 Por consiguiente, el hecho que el Administrado haya renunciado al 

cargo de gerente general no afecta a la configuración de la infracción ni 
a la eficacia de la sanción porque permanece su contenido represor que 
es impedir la postulación al cargo de gerente general o de director de 
las empresas prestadoras públicas de accionariado municipal. 
 

                                                 
12 CARRETERO PEREZ, Adolfo y CARRETERO SANCHÈZ, Adolfo, Derecho Administrativo Sancionador, Editoriales de Derecho 
Reunidas, 2da. edición, Madrid, 1995, p.172. 
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4.31 De otro lado, si analizamos el caso planteado desde una perspectiva de 
formas de conclusión del procedimiento administrativo sancionador, 
tenemos que este solo finaliza con la imposición de una sanción como 
consecuencia de haberse declarado responsable al administrado de la 
ejecución de un ilícito administrativo o con el archivo, según el numeral 
6 del artículo 255 del TUO de la LPAG. 
 

4.32  Ahora, para que el órgano decisor del PAS decida archivar el caso deben 
presentarse los siguientes supuestos: 
 
a) El Administrado no realizó la infracción o está inmerso en una de 

las condiciones eximentes de responsabilidad administrativa 
previstas en el artículo 25713 del TUO de LPAG. 

b) Prescripción de la facultad de la Administración de determinar la 
existencia de infracciones administrativas de acuerdo con el artículo 
25214 del TUO de LPAG. 

c) Caducidad del PAS según lo dispuesto en el artículo 25915 del TUO 
de LPAG. 

                                                 
13 Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General 
“Artículo 257.- Eximentes y atenuantes de responsabilidad por infracciones 
1.- Constituyen condiciones eximentes de la responsabilidad por infracciones las siguientes: 
a) El caso fortuito o la fuerza mayor debidamente comprobada. 
b) Obrar en cumplimiento de un deber legal o el ejercicio legítimo del derecho de defensa. 
c) La incapacidad mental debidamente comprobada por la autoridad competente, siempre que esta afecte la aptitud para entender 
la infracción. 
d) La orden obligatoria de autoridad competente, expedida en ejercicio de sus funciones. 
e) El error inducido por la Administración o por disposición administrativa confusa o ilegal. 
f) La subsanación voluntaria por parte del posible sancionado del acto u omisión imputado como constitutivo de infracción 
administrativa, con anterioridad a la notificación de la imputación de cargos a que se refiere el inciso 3) del artículo 255. 
(…) 
14 Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General 
“Artículo 252.- Prescripción 
252.1 La facultad de la autoridad para determinar la existencia de infracciones administrativas, prescribe en el plazo que 
establezcan las leyes especiales, sin perjuicio del cómputo de los plazos de prescripción respecto de las demás obligaciones que 
se deriven de los efectos de la comisión de la infracción. En caso ello no hubiera sido determinado, dicha facultad de la autoridad 
prescribirá a los cuatro (4) años. 
252.2 EI cómputo del plazo de prescripción de la facultad para determinar la existencia de infracciones comenzará a partir del día 
en que la infracción se hubiera cometido en el caso de las infracciones instantáneas o infracciones instantáneas de efectos 
permanentes, desde el día que se realizó la última acción constitutiva de la infracción en el caso de infracciones continuadas, o 
desde el día en que la acción cesó en el caso de las infracciones permanentes. 
(…) 
252.3 La autoridad declara de oficio la prescripción y da por concluido el procedimiento cuando advierta que se ha cumplido el 
plazo para determinar la existencia de infracciones. Asimismo, los administrados pueden plantear la prescripción por vía de 
defensa y la autoridad debe resolverla sin más trámite que la constatación de los plazos. 
(…)” 
15 Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General 
“Artículo 259.- Caducidad administrativa del procedimiento sancionador 
1. El plazo para resolver los procedimientos sancionadores iniciados de oficio es de nueve (9) meses contado desde la fecha de 
notificación de la imputación de cargos. Este plazo puede ser ampliado de manera excepcional, como máximo por tres (3) meses, 
debiendo el órgano competente emitir una resolución debidamente sustentada, justificando la ampliación del plazo, previo a su 
vencimiento. La caducidad administrativa no aplica al procedimiento recursivo. 
Cuando conforme a ley las entidades cuenten con un plazo mayor para resolver la caducidad operará al vencimiento de este. 
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d) Muerte del imputado, hecho natural que impide la prosecución de la 
infracción. 

 
4.33 En el caso bajo análisis se constata que no concurren ninguno de 

aquellos porque:  
 
i) En este PAS no solo se ha demostrado que el Administrado 

incurrió en la infracción imputada, sino que él mismo lo ha 
reconocido.  

ii) No ha prescrito la facultad de la SUNASS para determinar la 
infracción en cuestión porque el plazo de la SUNASS para 
ejercer esta facultad es de 4 años y el cómputo de este plazo 
inició el 25.1.2021, fecha en que el Administrado dejó de 
ejercer el cargo de gerente general, es decir, se produjo el cese 
de la conducta infractora considerando que la infracción 
cometida por el Administrado califica como permanente16. 

iii) Este PAS no ha caducado porque fue resuelto antes de los 9 
meses que exige el artículo 259 del TUO de LPAG, teniendo en 
cuenta que el PAS se inició el 30.12.2020 y la Resolución 068 
fue notificada al Administrado el 13.8.2021, un total 
aproximado de 7 meses y medio. 

iv) El Administrado no ha fallecido. 
 

4.34 Entonces, dado que el TUO de LPAG no ha regulado ninguna situación o 
hecho adicional a los mencionados en el párrafo anterior que justifiquen 
el archivo de un PAS, y que la SUNASS en su normativa especial que es 
el RGSS tampoco tiene un dispositivo en ese sentido respecto de los 
directores y gerentes de las empresas prestadoras, se colige que la 
SUNASS tiene el poder-deber de aplicar la sanción fijada para la 
comisión de la infracción en cuestión que es la orden de remoción porque 
el marco normativo vigente le constriñe al ejercicio de su potestad 
sancionadora. 
 

4.35 En síntesis, la sanción de remoción dictada por la primera instancia es 
válida y surte plenos efectos jurídicos atendiendo a su naturaleza 
represiva, además que su imposición es una respuesta punitiva que el 

                                                 
2. Transcurrido el plazo máximo para resolver, sin que se notifique la resolución respectiva, se entiende automáticamente 
caducado administrativamente el procedimiento y se procederá a su archivo. 
(...)” 
16 De acuerdo con Sebastián Baca Oneto, “son aquellas infracciones en donde el administrado se mantiene en una situación 
infractora, cuyo mantenimiento le es imputable (...) no son los efectos jurídicos de la conducta infractora los que persisten, sino 
la conducta misma.”  
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ordenamiento jurídico le exige a la SUNASS a efectos de proteger los 
bienes jurídicos del sector saneamiento. 
 
Sobre la inscripción de la resolución impugnada en el registro de 
personas jurídicas de registros públicos 
 

4.36 El Administrado cuestiona que la Resolución 068 ordene su 
inscripción en los registros públicos teniendo en cuenta que a la fecha 
de emisión de este acto administrativo ya no tenía el cargo de gerente 
general debido a su renuncia presentada el 22.1.2021. 
 

4.37 Efectivamente, a la fecha en que la primera instancia emitió la 
Resolución 068 (27.7.2021) el Administrado ya no ejercía el cargo 
de gerente general de la Empresa Prestadora por cuanto mediante 
Resolución Nro. 024-2021-MPV/A del 25.1.2021 se aceptó su renuncia y 
se designó a un nuevo gerente general. Sin embargo, no consta en el 
expediente ningún documento que acredite que dicha renuncia y la 
nueva designación fueron inscritas en el Registro de Personas Jurídicas 
de la Oficina Registral de Puno. 
 

4.38 En ese orden de ideas, corresponde aplicar el artículo 75 del Reglamento 
de la Ley Marco que establece lo siguiente: 
 

“Artículo 75.- Suspensión y remoción 
 
75.1 En relación a lo establecido en los artículos 55 y 79 del TUO 
de la Ley Marco, la resolución que emita la Sunass 
disponiendo la suspensión del cargo, como medida cautelar, 
y/o la orden de remoción, como sanción, del director o 
Gerente, tiene mérito suficiente para medida cautelar, y/o 
la orden de remoción, su inscripción en el Registro de 
Personas Jurídicas de la oficina registral 
correspondiente, sin necesidad de formalidad adicional 
alguna. La suspensión del cargo y la orden de remoción son 
aplicables a todos los miembros del Directorio y a los gerentes. 
(…)” 

 
4.39 Por lo expuesto, se verifica que el mandato de la primera instancia de 

disponer la inscripción de la Resolución 068 en el registro de personas 
jurídicas de la oficina registral correspondiente se ajusta a lo dispuesto 
en el mencionado artículo 75 del Reglamento de la Ley Marco. 
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4.40 Por lo expuesto en los considerandos anteriores, corresponde declarar 

infundado el recurso de apelación interpuesto por el Administrado. 
 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 12 del 
Texto Integrado del Reglamento de Organización y Funciones de la SUNASS, 
aprobado por Decreto Supremo Nro. 145-2019-PCM; los artículos 218 y 220 del 
Texto Único Ordenado de la Ley Nro. 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, el Reglamento General de Supervisión y Sanción y la 
conformidad de la Oficina de Asesoría Jurídica; 

 
SE RESUELVE: 
 
Artículo 1°.- Declarar INFUNDADO el recurso 

de apelación interpuesto por el señor Lucio Cahuaya Pacoricona y, en 
consecuencia, CONFIRMAR la Resolución de la Dirección de Sanciones Nro. 
068-2021-SUNASS-DS. 

 
Artículo 2°.- Declarar agotada la vía 

administrativa. 
 
Artículo 3°.- NOTIFICAR al señor Lucio 

Cahuaya Pacoricona la presente resolución, así como el Informe nro. 057-2021-
SUNASS-OAJ que forman parte integrante17 de esta resolución. 

 
Artículo 4°.- DISPONER la publicación de la 

presente resolución en la página institucional de la SUNASS 
(www.sunass.gob.pe). 
 

Regístrese, notifíquese y publíquese.  
 
 

José Manuel ZAVALA MUÑOZ  
Gerente General (e) 

                                                 
17  De acuerdo con el párrafo 6.2 del artículo 6 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 
Administrativo General que señala lo siguiente: 
“6.2 Puede motivarse mediante la declaración de conformidad con los fundamentos y conclusiones de anteriores 
dictámenes, decisiones o informes obrantes en el expediente, a condición de que se les identifique de modo 
certero, y que por esta situación constituyan parte integrante del respectivo acto. Los informes, dictámenes o 
similares que sirvan de fundamento a la decisión, deben ser notificados al administrado conjuntamente con el 
acto administrativo.” 
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